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II 

Las modificaciones de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del 
Menor se refieren, básicamente, a la adaptación de los principios de 

actuación administrativa a las nuevas necesidades que presenta la 
infancia y la adolescencia en España, tales como la situación de los 

menores extranjeros, los que son víctimas de violencia y la regulación 
de determinados derechos y deberes. Por otra parte, se realiza una 

profunda revisión de las instituciones del sistema de protección a la 

infancia y a la adolescencia. 

Los artículos 5 y 7 sufren modificaciones derivadas de la ratificación 

por España de la Convención de derechos de las personas con 

discapacidad y la necesidad de adaptar la regulación en consecuencia. 

Asimismo, se introduce una mención expresa a la alfabetización 
digital y mediática, como herramienta imprescindible para que los 

menores puedan desarrollar su pensamiento crítico y tomar parte 
activa en una sociedad participativa y en un mundo actual que no 

puede entenderse al margen de las nuevas tecnologías de la 

información y de la comunicación. 

Se introduce un nuevo capítulo III en el título I con la rúbrica 
«Deberes del menor», en línea con diversas normas internacionales y 

también autonómicas, en el que, desde la concepción de los menores 
como ciudadanos, se les reconoce como corresponsables de las 
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sociedades en las que participan y, por tanto, no solo titulares de 
derechos sino también de deberes. En este sentido, se introducen 

cuatro nuevos artículos en los que se regulan los deberes de los 

menores en general y en los ámbitos familiar, escolar y social en 

particular. 

En el artículo 10 se refuerzan las medidas para facilitar el ejercicio 
de los derechos de los menores y se establece un marco regulador 

adecuado de los relativos a los menores extranjeros, reconociendo, 
respecto de los que se encuentren en España y con independencia de 

su situación administrativa, sus derechos a la educación, a la asistencia 
sanitaria y a los servicios sociales, tal y como se recogen en la Ley 

Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, y en la Ley 16/2003, de 

28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud. 

Asimismo, se reconoce el derecho a obtener la preceptiva 

documentación de residencia a todos los menores extranjeros que 
estén tutelados por las Entidades Públicas una vez que haya quedado 

acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen. 

En el artículo 11 se introduce como principio rector de la actuación 
administrativa la protección de los menores contra cualquier forma de 

violencia, incluida la producida en su entorno familiar, de género, la 
trata y el tráfico de seres humanos y la mutilación genital femenina, 

entre otras. De acuerdo con ello, los poderes públicos desarrollarán 
actuaciones de sensibilización, prevención, asistencia y protección 

frente a cualquier forma de maltrato infantil, estableciendo los 
procedimientos que aseguren la coordinación entre las 

Administraciones Públicas competentes. 

En estrecha relación con lo anterior, en el artículo 12 se garantiza 

el apoyo necesario para que los menores bajo la patria potestad, tutela, 
guarda o acogimiento de una víctima de violencia de género o 

doméstica puedan permanecer con la misma. Asimismo, se introduce 
la presunción de minoría de edad de una persona cuya mayoría de edad 

no haya podido establecerse con seguridad, hasta que se determine 

finalmente la misma. 

En este mismo artículo se recogen los principios rectores de la 

reforma de las instituciones de protección a la infancia y a la 
adolescencia señalando que se dará prioridad a las medidas estables 

frente a las temporales, a las familiares frente a las residenciales y a 
las consensuadas frente a las impuestas. Estos principios, 

vertebradores del sistema, ya habían sido establecidos en las 
Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños 

de la Asamblea General de Naciones Unidas, de 24 de febrero de 2010, 
y en diversos documentos aprobados por el Servicio Social 

Internacional. Además, en el artículo 12, se recoge otro de los ejes de 



esta reforma, como es la obligación de las Entidades Públicas de 
revisar, en plazos concretos, las medidas de protección adoptadas. De 

esta manera se obliga a realizar un seguimiento personal de cada niño, 

niña o adolescente y una revisión de la medida de protección. 

En el artículo 13 se incorporan dos nuevos apartados en relación a 

los delitos contra la libertad e indemnidad sexual, trata de seres 
humanos y explotación de los menores. Por una parte, se establece el 

deber que tienen todas las personas que tuvieran noticia de un hecho 
que pudiera constituir un delito contra la libertad e indemnidad sexual, 

de trata de seres humanos o de explotación de menores, de ponerlo 
en conocimiento del Ministerio Fiscal. Se establece, además, como 

requisito para poder acceder y ejercer una profesión o actividad que 
implique contacto habitual con menores, no haber sido condenado por 

delitos contra la libertad e indemnidad sexual, trata de seres humanos 
o explotación de menores, dando con ello cumplimiento a los 

compromisos asumidos por España al ratificar el Convenio relativo a la 
Protección de los Niños contra la explotación y abuso sexual, de 25 de 

octubre de 2007, y a la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 

2011/93/UE, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los 
abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía 

infantil y por la que se sustituye la Decisión marco 2004/68/JAI del 

Consejo. 

Directamente relacionado con lo anterior y a los efectos de 
prevención, se crea, dentro del sistema de registros administrativos de 

apoyo a la Administración de Justicia, el Registro Central de 
Delincuentes Sexuales que contendrá la identidad de los condenados 

por delitos contra la libertad e indemnidad sexual, trata de seres 
humanos, o explotación de menores, e información sobre su perfil 

genético de ADN. Con ello se pretende hacer posible un seguimiento y 
control de las personas condenadas por estos delitos no solo en España 

sino también en otros países. Asimismo, la Administración General del 
Estado colaborará con las autoridades competentes de los Estados 

miembros de la Unión Europea, para facilitar el intercambio de 

información en este ámbito. 

De acuerdo a los principios mencionados anteriormente, se opera la 

reforma de las instituciones de protección a la infancia y a la 
adolescencia, y se establece una regulación estatal más completa de 

las situaciones de riesgo y de desamparo, conceptos jurídicos 
indeterminados que, por vez primera, se definen en una normativa de 

rango estatal que básicamente incorpora, como contenido sustantivo 
de las mismas, lo que la jurisprudencia y la legislación autonómica 

habían recogido en estos años. 

Así, en el artículo 14 se regula la institución de la guarda provisional 

dentro de las medidas de atención inmediata, que posteriormente se 

desarrollará en el artículo 172 del Código Civil. 



En relación con la situación de riesgo, y mediante la reforma del 
artículo 17, se desarrolla de forma integral esta figura y su 

procedimiento, cuestiones ambas que no estaban reguladas a nivel 

estatal. La intervención adecuada para paliar e intervenir en las 
situaciones de riesgo en que pueden encontrarse los menores se torna 

de capital importancia para preservar su superior interés, evitando en 
muchos casos que la situación se agrave, y que deban adoptarse 

decisiones mucho más traumáticas y de mayor coste individual, 

familiar y social, como la separación del menor de su familia. 

La regulación prevé que el proyecto de actuación pueda ser 
consensuado con los progenitores u otros responsables legales, 

respondiendo así al principio ya aludido de primar las soluciones 
consensuadas frente a las impuestas. En caso de que se nieguen a su 

suscripción o no colaboren posteriormente en el mismo, se declarará 
la situación de riesgo mediante resolución administrativa, a fin de 

garantizarles la información de cómo deben actuar para evitar una 

ulterior declaración de desamparo. 

Especial relevancia se otorga a la intervención en las situaciones de 

posible riesgo prenatal a los efectos de evitar con posterioridad una 
eventual declaración de situación de riesgo o desamparo del recién 

nacido. También se prevé una solución para los casos de atención 
sanitaria necesaria para el menor no consentida por sus progenitores 

u otros responsables legales, que conlleva también la modificación de 

la Ley de la Autonomía del Paciente. 

Son dos las principales novedades respecto de la regulación del 
desamparo. En el artículo 18 se completa la definición de la situación 

de desamparo regulada en el artículo 172 del Código Civil, 
estableciendo, por primera vez en una norma de carácter estatal, las 

circunstancias que la determinan, con lo que se introduce una 
importante clarificación y unificación de criterios para su declaración. 

Debe advertirse que a los efectos del apartado d), que establece como 
causa de desamparo el consumo habitual de sustancias con potencial 

adictivo por parte de progenitores, tutores o guardadores, se entiende 

como habitual los criterios de consumo perjudicial, abuso o 
dependencia, según las definiciones de la Organización Mundial de la 

Salud o de la Asociación Americana de Psiquiatría. 

Además, se regula por vez primera la competencia de las Entidades 

Públicas respecto a la protección de los menores españoles en situación 
de desprotección en un país extranjero y el procedimiento a seguir en 

caso de traslado de un menor protegido desde una Comunidad 
Autónoma a otra distinta, cuestiones que no estaban contempladas 

hasta el momento. 

En el artículo 19 se establece la duración máxima de dos años de la 

guarda de menores solicitada por los progenitores, salvo que el interés 



superior aconseje excepcionalmente la prórroga de la misma. De esta 
manera, se pretende evitar que se hagan crónicas situaciones de 

guardas voluntarias en las que los progenitores ceden el cuidado de 

sus hijos a las Administraciones Públicas «sine die», privándoles por 
esta vía de soluciones familiares y permanentes, precisamente durante 

los años clave de la primera infancia. 

Debe destacarse el principio de la prioridad de la familia de origen, 

tanto a través de la ya mencionada regulación de la situación de riesgo, 
como cuando se señala, en el nuevo artículo 19 bis que, en los casos 

de guarda o tutela administrativa del menor, la Entidad Pública deberá 
elaborar un plan individual de protección en el que se incluirá un 

programa de reintegración familiar, cuando ésta última sea posible. 
Este artículo incorpora los criterios que la sentencia 565/2009, de 31 

de julio de 2009, del Tribunal Supremo ha establecido para decidir si 
la reintegración familiar procede en interés superior del menor, entre 

los que destacan el paso del tiempo o la integración en la familia de 
acogida. En este mismo artículo se prevé la reagrupación familiar de 

los menores extranjeros no acompañados. 

En el artículo 20, a fin de favorecer la agilidad y preservar el interés 
de los menores, se simplifica la constitución del acogimiento familiar, 

equiparándolo al residencial, incluso aunque no exista previa 
conformidad de los progenitores o tutores, sin perjuicio del control 

jurisdiccional del mismo. Por otra parte, y por razones de técnica 
jurídica y mejora de ubicación, se traslada al artículo 20 lo establecido 

hasta ahora en el artículo 173 del Código Civil sobre formalización del 
acogimiento y contenido del documento anexo que debe acompañar al 

mismo, y se introduce la necesidad, como ocurre en la adopción, de 
que se valore la adecuación de los acogedores, y se definen los criterios 

de la misma, criterios que no estaban hasta ahora recogidos en la 
normativa estatal. Además, se definen, de forma más acorde con la 

realidad de la protección de menores actual, los dos tipos de 
acogimiento en relación con las características de la familia acogedora, 

refiriéndose al acogimiento en la propia familia extensa del menor o en 

familia ajena. 

En el artículo 20 bis, por vez primera, se regula el estatuto del 

acogedor familiar como conjunto de derechos y deberes. La 
trascendente función desempeñada por las familias de acogida hace 

muy conveniente que una disposición general perfile su estatus y así 
se había destacado en las conclusiones de la Comisión Especial del 

Senado de Estudio de la problemática de la adopción nacional y otros 
temas afines. Asimismo, se ha incluido un artículo 21 bis en el que se 

recogen los derechos de los menores acogidos. 

En relación al acogimiento residencial, el artículo 21 recoge la 

previsión de la prioridad del acogimiento familiar respecto al 
residencial. Se trata de una disposición ambiciosa cuyo fundamento 



estriba en que el menor necesita un ambiente familiar para un 
adecuado desarrollo de su personalidad, aspecto éste en el que existe 

total consenso entre los psicólogos y pedagogos. Si este objetivo es 

común para todos, cuando son menores de seis años, y de forma aún 
más señalada e imprescindible si son menores de tres, la conveniencia 

se torna en necesidad ineludible, sin perjuicio de introducir una 
previsión flexible para dar cobertura a los supuestos en los que, por 

motivos debidamente justificados, el ingreso en centro de protección 
sea la única medida de la que se disponga, o cuando el acogimiento 

residencial convenga al interés superior del menor. 

Por otra parte, y en lo relativo a los servicios de acogimiento 

residencial (denominados hasta ahora servicios especializados y ahora 
llamados «acogimiento residencial» para utilizar una terminología 

equivalente a la de «acogimiento familiar»), se establecen con carácter 
general sus características básicas, su necesario ajuste a criterios de 

calidad y el carácter preferente de las soluciones familiares. 

Asimismo, todos los centros de acogimiento residencial que presten 

servicios dirigidos a menores en el ámbito de la protección deberán 

estar siempre habilitados administrativamente por la Entidad Pública. 

Por otra parte, el artículo 22 bis recoge la obligación de la 

Administración de preparar para la vida independiente a los jóvenes ex 
tutelados, cuestión de gran calado social y de la que ya hay buenas 

prácticas de Entidades Públicas y del Tercer Sector de acción social en 

España. 

El artículo 22 ter establece la creación de un sistema de información 
estatal sobre protección de menores a realizar por las Entidades 

Públicas y la Administración General del Estado que permitirá el 
conocimiento y el seguimiento de la situación de la protección de la 

infancia y la adolescencia en España, no solo a efectos estadísticos sino 
también de seguimiento concreto de las medidas de protección 

adoptadas respecto de cada menor, así como de las personas que se 
ofrecen para el acogimiento y la adopción. El artículo 22 quáter 

introduce normas que regulan el tratamiento de datos de carácter 

personal de los menores atendiendo a su interés superior y el artículo 
22 quinquies establece la obligación de valorar el impacto en la infancia 

y adolescencia en todos los proyectos normativos. 

Finalmente, los artículos 23 y 24 sufren reformas terminológicas. 

 


